[image: image1.jpg]



Página  10
Exp.- 626/2021/1

[image: image2.jpg]


9 

Página  9
Exp.- 626/2021/1 


PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 626/2021/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********.*********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEPENDIENTE DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y EL C. JOSÉ ELÍAS ANGUIANO MENDOZA, INSPECTOR ADSCRITO A LA SUBDIRECCIÓN DE ALCOHOLES DE LA REFERIDA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veintinueve de noviembre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 626/2021/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de septiembre de dos mil veintiuno, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar a las autoridades:
Como autoridad ordenadora: 
I. Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
Como autoridad ejecutora: 
II. José Elías Anguiano Mendoza, Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la referida Dirección General de Gobernación.

Señalando como acto impugnado el que se menciona a continuación:
a).- La resolución de veintidós de julio de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad equivalente a *********veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, derivada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación número SGG/DGG-SA-OI-02-0427-2021 de diecisiete de julio de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de Cervecería denominado “*********” en el domicilio ubicado en la calle *********.
II.- Por acuerdo de siete de septiembre de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda; y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las nueve horas del veinticinco de noviembre del presente año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni de sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte demandada formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 013 al 021 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en la resolución impugnada de veintidós de julio de dos mil veintiuno, se impuso una multa al C. *********, en su carácter de titular de la negociación denominada “*********” en el domicilio ubicado en la calle *********, es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar la nulidad de la citada resolución en el presente juicio; de ahí 
que también, contrario a lo argüido por la demandada en su oficio de alegatos, no se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228, fracción II y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Cabe precisar, por acuerdo de cuatro de septiembre de la presente anualidad, se tuvo por precluído el derecho de las autoridades demandadas para contestar la demanda y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario, toda vez que omitieron exhibir su nombramiento para acreditar el carácter con el que se ostentaron en el juicio, prescindiendo de cumplir con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Al respecto, se tiene que del estudio practicado al sumario, además de lo ya expuesto en el Considerando Tercero de esta resolución, esta Primera Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 03 al 05 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- En el Primer concepto de impugnación del escrito de demanda, el actor sustancialmente arguye que se contraviene lo dispuesto por el artículo 165, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con los diversos numerales 43 y 51 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, toda vez que la autoridad demandada lo ubicó en un supuesto en el cual no se encuentra.

Lo anterior señala que es así, en virtud de que en el caso concreto la autoridad demandada funda y motiva el acto a debate en los preceptos último citados, argumentando que “…la omisión por parte del establecimiento visitado, consiste en permitir el consumo de bebidas alcohólicas al exterior de su establecimiento…”, pretendiendo ponerlo bajo el supuesto del artículo 51 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, empero, de la interpretación de dicho precepto se desprende que quien será acreedor a la sanción correspondiente es la “Persona que consuma” bebidas alcohólicas en la vía pública, dentro de vehículos automotores o en establecimiento en los cuales se prohíbe su consumo, supuesto en el cual no se encuentra, en virtud de que cuenta con los permisos y las licencias para el consumo de bebidas alcohólicas dentro del establecimiento.
Continua manifestando el enjuiciante, que el diverso artículo 49(sic) de  la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, no señala como supuesto de infracción para el titular de una licencia el que personas estén consumiendo bebidas alcohólicas en la vía pública y mucho menos, se establece como supuesto de clausura temporal tal circunstancia, siendo que ello, en su caso, dará lugar a una sanción a las referidas personas que estén en el referido supuesto; consecuentemente, la multa impuesta le correspondía a las personas que se encuentren en el supuesto del artículo 51 antes citado, por lo que se deberá declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, en virtud de no generar certeza alguna sobre la legalidad de la misma.
Una vez analizado el concepto de impugnación antes precisado, esta Primera Sala Unitaria considera que el mismo es sustancialmente fundado, y suficiente para decretar la nulidad del acto que se combate, de conformidad con lo siguiente:

Resulta pertinente remitirnos a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Federal, conforme al cual los particulares sólo podrán ser molestados en su familia, domicilio, papeles o posesiones, en virtud de un mandamiento escrito en el que se funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, contempla la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, misma que resulta fundamental para considerar que el actuar de la autoridad se encuentra ajustado a derecho.

Así las cosas, la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, esto es, deben precisarse los razonamientos realizados por la autoridad para concluir que el acto o actuación que se está analizando se ajusta exactamente a lo previsto en determinados preceptos legales.

El criterio anterior encuentra sustento en la Jurisprudencia número 11, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el informe rendido al terminar el año de 1973, segunda parte, página 18, del tenor siguiente: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.-  De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.

En efecto, los actos administrativos deben estar fundados y motivados, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas; principios fundamentales que se encuentran consagrados en el ámbito de legalidad en los artículos 164, fracción V y 164, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En el expediente del presente juicio, obra la resolución impugnada de veintidós de julio de dos mil veintiuno, en cuya parte relativa se hizo constar lo siguiente:

“5.- En lo especie lo omisión por parte del establecimiento visitado, consiste en PERMITIR EL CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHOLICAS AL EXTERIOR DE SU ESTABLECIMIENTO, al momento de la inspección. Deviene entonces el incumplimiento a lo previsto por la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, específicamente en su artículo 43 que expresa:

De las Prohibiciones

(Se transcribe)

Lo anterior en virtud de que, como se expresa en el resultando II de la presente, se advierte que el momento de la inspección realizada al establecimiento denominado “*********”, en dicho establecimiento, se encontró al exterior personas consumiendo bebidas alcohólicas en la vía pública.

…

7.- Por lo que se hace acreedor a *********, titular del establecimiento clasificado como Cervecería denominada “*********”, a UNA MULTA DE 60 U.M.A., por la violación al artículo 43 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, razón por la cual esta autoridad determina que es procedente la sanción en concordancia con el artículo 206 del Código Procesal ya citado y el artículo 51 de la Ley de Bebidas Alcohólicas que a la letra dice:

(Se transcribe)
SEGUNDO: ********* titular del establecimiento (…), se hace acreedor a UNA MULTA DE 60 U.M.A. por la violación al artículo 43 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado.

(…)”
De la transcripción anterior, se advierte que la conducta infractora en la que incurrió el hoy enjuiciante, consistió en que permitió el consumo de bebidas alcohólicas al exterior de su establecimiento, lo que contravino lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado; precepto citado del tenor siguiente: 

“ARTÍCULO 43. Queda prohibida la venta, distribución, consumo, o suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y graduación, en la vía pública, campos deportivos y lugares de esparcimiento al aire libre; con excepción de los casos en que se cuente con la licencia correspondiente. La persona que lo haga sin contar con dicha licencia, se le sancionará conforme a lo que establece esta Ley y demás normatividad aplicable.
(…)”
Del precepto transcrito, se desprende que queda prohibida la venta, distribución, consumo o suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y graduación, entre otros, en la vía pública; con excepción de los casos en que se cuente con la licencia para tal efecto, por lo que la persona que lo haga sin contar con dicha licencia, se le sancionará conforme a la normatividad aplicable.
Asimismo, se advierte que el hoy demandante se hizo acreedor a una multa, en términos de lo dispuesto en el artículo 51 de la citada ley del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 51. Toda persona que consuma bebidas alcohólicas en la vía pública, dentro de vehículos automotores, o en establecimientos en los cuales la ley prohíbe su consumo, será sancionada con multa de veinte a doscientos salarios mínimos vigentes en la fecha en que hubiese cometido la infracción. Tratándose de jornaleros o personas que perciban el salario mínimo como única fuente de ingresos, se estará a lo dispuesto por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
 Del precepto trasunto, se desprende que toda persona que consuma bebidas alcohólicas en la vía pública, dentro de vehículos o en establecimientos en los cuales la ley prohíbe su consumo, será sancionada con multa.

Ahora bien, se colige de la causa de pedir del impetrante que la resolución se encuentra indebidamente fundada y motivada, toda vez que de los preceptos transcritos no se advierte como supuesto de infracción para el titular de una licencia, el hecho de que personas estén consumiendo bebidas alcohólicas en la vía pública, pues en todo caso, dará lugar a sancionar a las personas que se ubiquen en dicho supuesto, ya que de la interpretación del precepto último citado, se desprende que quien será acreedor a la sanción correspondiente es la “Persona que consuma” bebidas alcohólicas, entre otros, en la vía pública, supuesto en el cual no se encuentra.
En ese tenor, como aduce el actor de los preceptos trasuntos que sirvieron de fundamento al acto de molestia de trato, no se advierte prevean la conducta que se le imputó como infracción, así como tampoco la procedencia de la sanción correspondiente, lo que hace ilegal la resolución a debate, pues no debe soslayarse, como se analizó en párrafos precedentes, que el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales que se consideren aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas, lo cual en la especie no aconteció.

En efecto, pues el artículo 43 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, establece expresamente cuatro supuestos de prohibiciones independientes, a saber: 1) Venta; 2) Distribución; 3) Consumo y 4) Suministro, de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y graduación, entre otros, en la vía pública, empero, la autoridad demandada únicamente señaló que al momento de la inspección realizada al establecimiento de mérito, se encontró al exterior personas consumiendo bebidas alcohólicas en la vía pública, lo cual además de no evidenciar conducta alguna realizada por la demandante, sino de las referidas personas, no expuso las razones o circunstancias especiales que tomó en consideración para determinar que el hoy actor se ubicó en alguno de los referidos supuestos; asimismo, la conducta expresamente atribuida consistente en: “PERMITIR EL CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS AL EXTERIOR DE SU ESTABLECIMIENTO”, no se encuentra dentro de dichas prohibiciones, cuanto más, dicho señalamiento puede interpretarse como una obligación atribuida al hoy actor, que se traduce en no permitir el consumo de bebidas alcohólicas en la vía pública o fuera de su establecimiento, misma que tampoco se encuentra prevista en dicho numeral; de ahí que tales señalamientos en la resolución impugnada, son insuficientes para constituir una infracción en términos de los establecido en el artículo en comento, ya que no se desprende de los mismos que el hoy demandante haya incurrido en desacato a los supuestos establecidos en dicho numeral, es decir, que haya vendido, distribuido, consumido o suministrado bebidas alcohólicas en la vía pública.
Asimismo, el artículo 51 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, establece que quien será acreedor de la sanción correspondiente, será la persona quien consuma bebidas alcohólicas, entre otros, en la vía pública; por ende, dicho supuesto de sanción tampoco se ajusta a la conducta atribuida al hoy impetrante, consistente en la omisión por parte del establecimiento visitado de permitir el consumo de bebidas alcohólicas al exterior de su establecimiento, ya que dicha sanción resulta aplicable a las citadas personas que consuman bebidas alcohólicas en la vía pública, sin que dicha sanción sea extensiva para quien pudiera, en su caso, vender, distribuir o suministrar dichas bebidas alcohólicas en la referida vía pública; de ahí lo sustancialmente fundado de la manifestación de la parte actora en estudio.
En las relatadas consideraciones, queda evidenciado que en la especie no existe adecuación entre la conducta (hecho o motivo que se atribuye al sujeto calificado como infracción en el acto impugnado), y el supuesto o hipótesis normativa que prevé el supuesto de infracción en la norma que se invoca en tal determinación, así como tampoco con el supuesto de sanción, soslayándose lo que ha definido Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que la conducta realizada por el presunto infractor debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón, a consecuencia de lo cual, no procede la multa como sanción impuesta, ya que la infracción atribuida por la autoridad al hoy actor consistió en “PERMITIR EL CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS AL EXTERIOR DE SU ESTABLECIMIENTO”, citando como fundamentos los artículos 43 y 51 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, los cuales como ya se dilucidó en párrafos precedentes, no prevén la citada conducta como infracción, así como tampoco establecen la sanción correspondiente ante la supuesta conducta y transgresión al primero de los preceptos en comento, por tanto, la resolución impugnada contraviene los principios de legalidad y tipicidad, consagrados en los artículos 14, tercer párrafo y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, éste último normalmente referido a la materia penal.
En efecto, para considerar que la conducta realizada por el hoy actor constituye una infracción a las disposiciones administrativas, y ésta puede ser sancionada, tal conducta debe encontrarse prevista de manera puntual y exacta como supuesto de infracción en alguna norma, de manera que realizada esa conducta encuentre adecuación con el supuesto normativo previamente establecido en la ley como infracción y sujeto a una sanción, con base a la hipótesis prevista de forma exacta.

Lo anterior es así, pues tratándose de infracciones y sanciones la aplicación de la norma debe ser “estricta”, es decir, que la infracción debe estar exactamente prevista en la norma y la conducta considerada como infractora debe ajustarse exactamente a ese supuesto normativo de infracción, lo que refleja el principio de tipicidad que rige en tratándose de infracciones y sanciones administrativas.

En términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, tiene aplicación la Jurisprudencia No. P./J. 100/2006, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Agosto del 2006, Página 1667, que dice:

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”
Por lo que es concluyente, que dicho principio de tipicidad referido normalmente a la materia penal, resulta extensivo a la materia administrativa, y que implica la consideración que si cierta disposición establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón, en la inteligencia de que dicha conducta infractora atribuida debe quedar demostrada.

Acorde a lo antes expuesto, si en el presente asunto no quedó debidamente motivado en el acto controvertido, el hecho de que el hoy actor incurrió en alguna de las conductas prohibidas en el artículo 43 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, así como tampoco que tal conducta actualice el supuesto de sanción que se contiene en el diverso 51 de la citada ley; tal circunstancia genera que la resolución impugnada se haya emitido en contravención al principio de legalidad contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 164, fracción V y 164, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en concordancia con el principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, consagrado en el artículo 14, tercer párrafo de la Carta Magna, consecuentemente, respecto de la citada resolución se actualiza el supuesto de ilegalidad establecido en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución de veintidós de julio de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad equivalente a *********veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos sentenciados.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

En otro aspecto a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 252 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y toda vez que se encuentra acreditado que el hoy actor *********, el 23 de julio de 2021, realizó el pago de la sanción derivada de la actuación declarada ilegal, ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con el recibo con número folio *********, del cual obra una reproducción a folio 029 del expediente en que se actúa, erogación que, en virtud de la ilegalidad decretada se considera que la parte actora no estaba obligada a resentir; en consecuencia, se ordena a la autoridad demandada (Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí), para que por conducto de quien corresponda, proceda a realizar todas las gestiones necesarias para reintegrar al C. *********, la cantidad total de $********* (*********PESOS 00/100 M.N.), sin soslayar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 253 del citado Código Procesal, el cumplimiento de las sentencias es de orden público e interés general, por lo tanto, todas las autoridades que por su competencia o funciones deban intervenir en su ejecución, aunque no hayan tenido el carácter de demandadas en el juicio, estarán obligadas a su cumplimiento, tal como es el caso, de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien recibió el pago de la sanción derivada de la actuación declarada ilegal.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228 y 229, interpretados a contrario sensu, así como en los diversos 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada de veintidós de julio de dos mil veintiuno, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y para los efectos precisados en la última parte de esta resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
